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Candelaria Rosa, Juez Ponente 

 

 

SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 30 de agosto de 2016.  

 Comparecen Tomás Díaz Rodríguez y Energy Tech Corp. 

(ETC) mediante el recurso de epígrafe, a fin de solicitar la revocación 

de la sentencia dictada el 25 de marzo de 2014 por el Tribunal de 

Primera Instancia. Mediante la misma, el foro apelado desestimó la 

demanda presentada por los aquí Apelantes. Por los fundamentos 

expuestos a continuación, confirmamos la referida sentencia. 

 El presente caso comenzó con la presentación una demanda 

incoada por los Apelantes por incumplimiento de contrato, cobro de 

dinero, apropiación ilegal, enriquecimiento injusto y daños y 

                                                 
1
Mediante Orden Administrativa Núm. TA–2015–191, efectiva el 22 de octubre 

de 2015 y debido a que el Juez Bermúdez Torres no intervendrá en la decisión 

final del recurso de epígrafe, se dispone que el Panel quedará constituido por los 

restantes tres miembros, Hon. Félix R. Figueroa Cabán, Presidente, Hon. Gloria 

L. Lebrón Nieves y Hon. Carlos I. Candelaria Rosa. 
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perjuicios en contra de los Apelados. La misma se presentó luego de 

que terminase la relación comercial que existía entre las partes, en 

función de la cual los Apelados actuaron como únicos distribuidores 

para Puerto Rico del producto llamado Super Fuel Max, diseñado para 

producir ahorros en el combustible utilizado por vehículos de motor. 

Las causas de acción instadas por los Apelantes fueron interferencia 

torticera de Pep Boys, U.S. con las obligaciones contractuales que 

existían entre ETC y Pep Boys, PR; incumplimiento de contrato; dolo 

por parte de Pep Boys, PR, y Pep Boys, U.S. en la ejecución del 

contrato; daños y perjuicios al amparo del artículo 1802 del Código 

Civil; daños sufridos como consecuencia de la remoción del producto 

de las tiendas de Pep Boys, PR; cobro de dinero por los gastos 

incurridos en almacenar el producto y otros gastos relacionados con el 

incumplimiento del contrato; costas y honorarios por la conducta 

temeraria de los Apelados.  

Luego de un dilatado trámite procesal, que incluyó la remoción 

del caso a la Corte de Distrito Federal para el Distrito de Puerto Rico 

y su posterior devolución, una apelación y un certiorari ante este 

Tribunal de Apelaciones y un certiorari ante nuestro Tribunal 

Supremo, el Tribunal de Primera Instancia emitió la sentencia 

apelada. Mediante la misma, dicho foro desestimó con perjuicio la 

demanda instada por los Apelantes. 

 En su sentencia, el Tribunal de Primera Instancia determinó que 

ETC era el distribuidor exclusivo de Super Fuel Max en Puerto Rico  

y que estuvo negociando con Pep Boys, PR con la pretensión de que 

dicho producto se vendiera solo en sus tiendas. De las referidas 

negociaciones se produjo un escrito de 9 de agosto de 2001 intitulado 
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“memorándum”, que el Tribunal de Primera Instancia valoró como 

documento preparatorio de contrato y no como un contrato 

propiamente, contrario a la pretensión de los Apelantes. A la vez, 

dicho foro determinó que, aún considerado dicho documento como 

contrato, el mismo carecía de término de vigencia y como Pep Boys, 

PR podía retirarse a voluntad y había devuelto las unidades restantes 

del producto, no les debía nada a los Apelantes. 

Frente a la decisión del foro apelado, los Apelantes señalaron 

los siguientes errores: (1) erró el Tribunal de Primera Instancia al 

dictar la sentencia a base de las alegaciones de las partes y no a base 

de la prueba desfilada; (2) erró el foro apelado al dictar una sentencia 

que se fundamentaba en el hecho de que entre las partes no existía una 

relación contractual; (3) erró el foro apelado al no aquilatar ni 

considerar la prueba oral y documental presentada durante el juicio; 

(4) erró el Tribunal de Primera Instancia al desestimar la reclamación 

de daños y perjuicios presentada por el señor Tomás Díaz Rodríguez.  

Revisados los alegatos de las partes y la exposición narrativa de 

la prueba desfilada ante el Tribunal de Primera Instancia, estamos en 

posición de resolver. En primera instancia, pasamos revista del 

derecho atinente el caso. 

Por un lado, en nuestro ordenamiento jurídico se ha establecido 

como principio básico que “la apreciación de la prueba corresponde al 

foro sentenciador y los tribunales apelativos sólo intervendrán con ella 

cuando exista error manifiesto, pasión, prejuicio o parcialidad”. 

Pueblo v. Acevedo Estrada, 150 DPR 84, 99 (2000); véase, además, 

Pueblo v. Maisonave Rodríguez, 129 DPR 49 (1991). Los tribunales 

apelativos tienen que tomar en consideración “que los jueces de 
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primera instancia . . . están en mejor posición de apreciar y aquilatar la 

prueba y los testimonios presentados”. Pueblo v. Casillas Díaz, 190 

DPR 398, 416 (2014); Pueblo v. Maisonave Rodríguez, supra. 

Siempre y cuando el juez de primera instancia aprecie la prueba 

desfilada de manera imparcial, su determinación “merece[rá] gran 

respeto y deferencia por parte de los foros apelativos”. Pueblo v. 

Casillas Díaz, supra, en la pág. 416; Pueblo v. Acevedo Estrada, 

supra. De esta forma, “las determinaciones que hace el juzgador de 

los hechos no deben ser descartadas arbitrariamente ni tampoco deben 

sustituirse por el criterio del foro apelativo . . .”. Pueblo v. Acevedo 

Estrada, supra, en la pág. 99; Pueblo v. Maisonave Rodríguez, supra. 

De otra parte, un “contrato existe desde que una o varias 

personas consienten en obligarse respecto de otra u otras, a dar alguna 

cosa, o prestar algún servicio”. Código Civil, art. 1206, 31 LPRA sec. 

3371. Los tres requisitos de un contrato son el consentimiento de las 

partes, el objeto del contrato y la causa de la obligación. Id., art. 1213, 

31 LPRA sec. 3391. “Los contratos se perfeccionan por el mero 

consentimiento, y desde entonces obligan…” Id., art. 1210, 31 LPRA 

sec. 3375. En lo que concierne la interpretación de los contratos, “[s]i 

los términos de … [este] son claros y no dejan duda sobre la intención 

de los contratantes, se estará al sentido literal de su cláusulas”. Id., art. 

1233, 31 LPRA sec. 3471. Al “juzgar[se] … la intención de los 

contratantes, deberá atenderse principalmente a los actos de éstos, 

coetáneos y posteriores al contrato”. Id., art. 1234, 31 LPRA sec. 

3472.  

En particular, en cuanto a los contratos mercantiles queda claro 

que “en todo lo relativo a sus requisitos, modificaciones, excepciones, 
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interpretación y extinción y a la capacidad de los contratantes, se 

regirán, en todo lo que no se halle expresamente establecido en este 

Código [de Comercio] o en leyes especiales, por las reglas generales 

del derecho común”. Código de Comercio, art. 81, 10 LPRA sec. 

1301. De esta forma, al analizar un contrato mercantil resulta 

imperativo recurrir en primera instancia al Código de Comercio y a 

las “leyes especiales y, en ausencia de disposiciones relacionadas con 

éstas, debe[] referir[se] a las del Código Civil”. Cándido Oliveras, 

Inc. v. Universal Ins. Co., 141 DPR 900, 920–21 (1996); Julsrud v. 

Peche de PR, Inc., 115 DPR 18 (1983).  

A propósito del presente caso, cabe destacar que en el Código 

de Comercio se dispone que “la declaración de testigos no será por sí 

sola bastante para probar la existencia de un contrato, cuya cuantía 

exceda de trescientos dólares, a no concurrir con alguna otra prueba”. 

Código de Comercio, art. 82, 10 LPRA sec. 1302. Esta “limitación 

[es] de carácter probatorio [y] … afecta el principio de libertad de 

forma”. Vila & Hnos., Inc. v. Owens Ill. de PR, 117 DPR 825, 833 

(1986). En lo concerniente, “[s]erá mercantil la compraventa de cosas 

muebles para revenderlas, bien en la misma forma que se compraron, 

o bien en otra diferente, con ánimo de lucrarse en la reventa”. Código 

de Comercio, art. 243, 10 LPRA sec. 1701; Julsrud v. Peche de PR, 

Inc., supra. 

Al considerar el presente caso, resolvemos de entrada que los 

errores primero y tercero de los alegados por la parte Apelante no 

fueron cometidos. De la propia sentencia y el expediente bajo 

consideración se desprende que las determinaciones de hechos 

efectuadas encuentran cobijo en la prueba que se desfiló ante el 
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Tribunal de Primera Instancia. La sentencia cita extensamente las 

alegaciones y demás escritos presentados ante el foro apelado como 

parte de la configuración del propio juicio de la juzgadora de primera 

instancia, que fue expresado mediante sus determinaciones de hechos 

y conclusiones de derecho a partir de la prueba examinada y admitida. 

La articulación de tales hechos junto a la consideración del contenido 

que surge del expediente no elucida razones para concluir que se 

soslayara la evidencia.  

A propósito de dichas determinaciones, el estado de derecho 

vigente dispone que merezcan la mayor deferencia ante el hecho de 

que la juzgadora del foro recurrido estuvo en mejor posición para 

aquilatar la prueba presentada por las partes y adjudicar credibilidad a 

los testimonios vertidos ante sí. Ello pues, como regla general, un 

tribunal apelativo no debe intervenir con las determinaciones de 

hechos ni con la adjudicación de credibilidad que haya efectuado el 

juzgador de los hechos, ni tiene facultad de sustituir las 

determinaciones del foro primario por sus propias apreciaciones, salvo 

error manifiesto, pasión, prejuicio o parcialidad. S.L.G. Rivera 

Carrillo v. A.A.A., 177 DPR 345 (2009). Evaluado con rigor el 

expediente y la exposición narrativa corregida, concluimos que en 

ausencia de parcialidad, prejuicio, pasión o error manifiesto 

corresponde sostener las determinaciones fácticas establecidas por el 

foro apelado. 

En cuanto al segundo error alegado, tuvo razón el Tribunal 

apelado al concluir que el documento titulado Memorándum 

simplemente recogía acuerdos preliminares discutidos en la reunión 

del Lcdo. Rigau (representante legal de ETC) con el señor Guillermo 
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Álvarez (Vicepresidente de Operaciones de la División del Caribe de 

Pep Boys). El propio documento expone que es un resumen de tal 

reunión y que se titula Memorándum. Aun cuando el título no hace la 

cosa, lo cierto es que la estructura y contenido del documento revela 

que no se trata de un contrato con título inadecuado, sino de un 

documento inicial cuya denominación recoge adecuadamente su 

carácter preparatorio ante la posibilidad de una eventual contratación. 

Desde luego, el carácter de la relación comercial entre las partes 

apuntaba a la compraventa de bienes muebles para revenderlos de cara 

a obtener una ganancia en el proceso. Por consiguiente, la prueba 

testifical resultaba insuficiente para probar la existencia de un contrato 

que, en cualquier caso, tenía que ser mercantil y en exceso de 

trecientos dólares. En definitiva, la existencia de un contrato entre las 

partes no fue demostrada y, al así determinarlo, el foro recurrido no 

erró. 

No obstante, si el memorándum hubiese constituido un 

contrato, el resultado del caso sería igualmente la desestimación de la 

demanda, pues el mismo no estipuló un término para su duración ni 

consecuencia por el incumplimiento de un mínimo de órdenes, que no 

fuera la culminación de su vigencia. Apéndice de la apelación, en la 

pág. 270. Al respecto, el testimonio del señor Gabriel Marrero revela 

discusiones relativas a la consideración de un término de cinco años, 

pero luego estableció la inexistencia de un plazo concreto de duración 

y constató que tampoco exigió que se incluyera dicho plazo. 

Exposición narrativa corregida, en las págs. 8–9, 14. Igualmente, del 

testimonio del señor Tomás Díaz surge que este nunca exigió que se 

incluyera el término de cinco años en el memorándum. Id. en la pág. 
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29. Asimismo, en torno a la cantidad mínima de órdenes como criterio 

de vigencia, Díaz testificó por un lado que “[e]l memorando establece 

una compra mínima de 27 mil unidades anuales para mantener la 

vigencia del contrato”, Id., pero por otro lado testificó que ello 

meramente suponía que los Apelados “podía[n] comprar 26,000, 

10,000 o 1 unidad bajo los términos del memorando”. Id. en la pág. 

30.  

Asimismo, el Lcdo. Reinaldo Quiñones, perito contratado por 

los Apelantes para estimar los daños económicos alegados, manifestó 

que había preparado originalmente un estimado a base de un término 

de cinco años que luego tuvo que modificar a tres años debido a que la 

Federal Trade Commission (FTC) prohibió posteriormente la venta 

del Super Fuel Max. Id. en la pág. 51. También testificó que los 

Apelados estaban en la libertad de comprar las unidades del producto 

que quisieran y que, de comprar menos de veintisiete mil (27,000) 

unidades, solo se exponían a que ETC terminara con la relación. Id. en 

la pág. 52. Asimismo, reiteró lo declarado por los demás testigos en 

cuanto a que el memorándum no tenía periodo de duración. Id.  

En definitiva, del memorándum haber constituido un contrato, 

queda claro que la inexistencia de un término de duración y la 

inconsecuencia de incumplir con un mínimo de órdenes –que no fuera 

su pérdida de vigencia– conducirían al mismo resultado 

desestimatorio al cual arribamos al confirmar al foro recurrido en su 

determinación de que no se probó la existencia de un contrato entre 

las partes.  

Por último, el cuarto señalamiento de error tampoco fue 

cometido. Al no haber un contrato entre las partes, el señor Díaz no 



 
 

 

KLAN201400729 

 

9 

puede reclamar daños a causa de un supuesto incumplimiento 

contractual, a la vez que, según vimos, si hubiese existido el 

pretendido contrato su indeterminación en torno a término de duración 

e inconsecuencia contable en torno a mínimo de órdenes tampoco 

sostiene los daños alegados.   

Por los fundamentos expuestos, confirmamos la sentencia 

apelada. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 La Jueza Lebrón Nieves concurre con el resultado, sin opinión 

escrita.  

 

 

 

 

 

 

 

Lcda. Dimarie Alicea Lozada 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


